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	Asunto:
	Se conoce de la apelación interpuesta por el denunciante contra la providencia que decretó la preclusión de la acción penal.


El Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, pronuncia la decisión en los siguientes términos:

1.- Lo ocurrido

Los hechos jurídicamente relevantes para la decisión a tomar, son:

1.1.- Se asegura, que a mediados del año 2003, se celebró un contrato de arrendamiento entre el señor RICARDO ELÍAS ESCOBAR ARCILA -querellante- y HERNÁN CLAVIJO GALLEGO -querellado-, de un establecimiento de comercio. Desde un comienzo, el local comenzó con problemas en los servicios públicos por una deuda preexistente, lo cual, según se afirma, se quiso arreglar fraudulentamente por el arrendador, pero finalmente desencadenó en el corte definitivo. Por ese inconveniente, los arrendatarios se negaron a pagar los cánones de arrendamiento y finalmente sobrevino la terminación del contrato. Fue desocupado el local y el arrendador denunció la pérdida de algunos enseres que según él había entregado a sus inquilinos.
1.2.- Agotadas las averiguaciones del caso, la delegada Fiscal concluyó que no existía mérito para hacer imputación y por lo mismo solicitó a la señora Juez del conocimiento la preclusión de la instrucción con fundamento en la causal 6ª del artículo 332 del C.P.P.: “imposibilidad de desvirtuar la presunción de inocencia”.
1.3.- La funcionaria del conocimiento, una vez valorados los medios cognoscitivos allegados a esta averiguatorio, estableció que efectivamente la Fiscalía había agotado en lo posible la instrucción y de lo actuado no se vislumbraba la posibilidad de desvirtuar la presunción de inocencia, subsistiendo la duda. Decidió precluir con efectos de cosa juzgada y la determinación quedó notificada en estrados.

1.4.- No estuvo de acuerdo con la decisión el querellante legítimo, razón por la cual la impugnó y es la razón para que los registros se encuentren en esta Corporación.
2.- El Debate

El recurso lo sustenta la señora apoderada de la víctima, básicamente en los siguientes términos:
- La investigación preliminar adelantada por la Fiscalía no ahondó en detalles.
- No se tuvo en consideración que si bien no fueron aportadas facturas de compra, existe una promesa de compra venta de esos enseres por parte del señor ESCOBAR ARCILA, de donde se demuestra que efectivamente esos bienes entraron a su patrimonio y posteriormente fueron entregados a CLAVIJO GALLEGO.
- Se deben tener en cuenta las facturas de compra de esos bienes entregados al investigador por el aquí denunciado.
- Aunque inicialmente todo fue verbal, posteriormente se hizo plasmar el contrato en forma escrita con el respectivo inventario; lamentablemente, ese documento fue entregado por el arrendador a su arrendatario a petición de éste y nunca lo quiso devolver.
- Debe darse prioridad a los testimonios de las personas que tuvieron un conocimiento directo de esta situación, para de esa forma comprobar el dicho del denunciante.

Por su parte, quien se dice afectado, agregó: Debe tomarse en consideración que el señor HERNÁN CLAVIJO nunca se ha hecho presente, lo que significa que “el pecado es cobarde”. Cuenta con dos testigos acerca de la entrega de esos elementos a su denunciado.

A continuación, se le concedió el uso de la palabra a la señora Fiscal como parte no recurrente, quien en contrario afirma:

- La denuncia se formuló por una cuantía de diez millones de pesos, pero hasta el momento no se ha logrado demostrar con prueba cierta, que efectivamente en el contrato se incluyó un inventario de bienes por ese valor.

- Es cierto que el arrendamiento se realizó, pero éste terminó por un problema en los servicios públicos que no fue culpa de los arrendatarios, personas estas que se vieron en la obligación de desalojar y llevarse lo que ellos mismos habían invertido, incluso sin la presencia del arrendador porque éste nunca quiso venir a recibir el local, todo se hizo por intermedio de un hermano del querellante.

- No existe forma de desvirtuar la versión ofrecida por el denunciando, en el sentido de que varios de los elementos que allí estaban eran inservibles y otros los fue vendiendo el mismo quejoso a terceras personas. Las personas que podían declarar a favor de quien se dice afectado no aportan nada concreto a la actuación.
- De conformidad con la prueba recaudada, los bienes que allí existían fueron adquiridos por el arrendatario y por supuesto se los llevó al terminar unilateralmente el contrato porque le pertenecían.

- Por estos mismos hechos el denunciante presentó demanda civil para el restablecimiento del inmueble, no obstante que ya había sido entregado. Por ese motivo, considera que todo esto debe tramitarse por una vía diferente a la penal.
- Al final, puede decirse que el denunciado sí pago sus cánones de arrendamiento, salvo aquél período que no pudo trabajar por el corte de los servicios públicos que estaban a cargo del arrendador.
- En fin, no se ha desvirtuado la presunción de inocencia y campea la duda, motivo por el cual considera que la causal de preclusión debe prosperar.
Finalmente, el Ministerio Público está del lado de la Fiscalía, pues considera que no están dados los presupuestos para hablar de un delito de Abuso de Confianza, pues ni siquiera está probada la existencia del contrato, mucho menos la entrega de los muebles al menos con prueba siquiera sumaria. Le parece que aquí se está exagerando por el denunciante cuando habla de una cuantía de diez millones de pesos, cuando el valor real de los bienes al momento de la supuesta entrega era muy inferior (tres millones) y por el transcurso del tiempo esos bienes se deterioran y bajan de precio. También a su juicio no existe forma de desvirtuar la presunción de inocencia y por lo mismo lo que procede es la preclusión para que este asunto se debata en la instancia que corresponde, esto es, la jurisdicción civil que actualmente conoce del asunto.
3.- La Decisión
De lo conocido en la actuación se extrae que efectivamente entre querellante y querellado existió un contrato de arrendamiento de un local comercial en el cual, supuestamente, existía un entable de panadería. No se tiene prueba escrita de ese contrato, toda vez que, como lo refiere el documento conciliatorio aportado por la señora apoderada en la audiencia de sustentación del recurso, el ahora denunciante requirió al indiciado para que le hiciera entrega de ese contrato escrito y éste respondió ante la autoridad que ese documento no existía. A fin de cuentas, no se saben los términos de la contratación, tampoco de la existencia de una constancia acerca de la entrega formal de los susodichos enseres, de su estado y consecuentemente, de su valor.
Se determinó sí, con otro documento que aporta la misma apoderada, que en efecto el señor ESCOBAR ARCILA aquí querellante, “compró o prometió comprar” a un señor RUBÉN DARIO MORALES BERMÚDEZ el día 28 de febrero de 1997, varios elementos aptos para funcionar en un local de panadería, los cuales se relacionan, y de los que se afirma en forma unilateral por el mismo denunciante haberlos dejado en poder de los consecutivos arrendatarios del inmueble, siendo el último de ellos la persona aquí denunciada que llegó a ocupar el establecimiento a mediados del año 2003.
Podría decirse, que mediante prueba indiciaria habría lugar a concluir que en efecto esos enseres, si es que en verdad fueron adquiridos por RICARDO ESCOBAR, pasaron de mano en mano durante varios años hasta llegar a CLAVIJO GALLEGO; sin embargo, se ignora en qué cantidad y en qué condiciones. Lo anterior, no sólo por el deterioro natural dado el considerable transcurso del tiempo, sino porque existen otras evidencias que indican que parte de esos bienes los entregó o vendió a terceros el mismo ESCOBAR ARCILA, otros los compró finalmente CLAVIJO GALLEGO y otros tantos ya eran inservibles, motivo por el cual el aquí indiciado adquirió sus propios bienes para poder trabajar, entre ellos una cafetera y un horno.
Es de concluirse por tanto, que la ausencia de prueba escrita no aniquila la posibilidad de demostrar el contrato de arrendamiento que la ley permite sea verbal; empero, quedan sin establecerse los verdaderos términos de la supuesta entrega de los enseres. Igualmente, la no existencia de facturas de compra de los citados bienes, la podríamos suplir con la “promesa de compraventa” que enseña la distinguida apoderada; pero, con ello se demuestra únicamente la potencial compra de los mismos por parte del querellante a una tercera persona hace ya cerca de diez (10) años, pero no tiene la virtud de demostrar la entrega hecha al último de sus inquilinos, menos la cantidad y estado como se ha dicho. Puede argumentarse, también, que el procedimiento civil que se adelanta por este asunto, hace referencia a la restitución del establecimiento comercial y obviamente al pago de los cánones adeudados, sin que esto nada tenga que ver ni por supuesto impida, la presente denuncia por un posible Abuso de Confianza; sin embargo, no se puede ocultar que el origen de este problema fue un acuerdo de voluntades entre las partes, cuyos verdaderos términos aún están por definirse ante esa jurisdicción y que es la vía más apropiada para establecer el mejor derecho.
La causal de preclusión que se invoca, esto es, la sexta del artículo 332 de la Ley 906 de 2004, hace referencia a la “imposibilidad de desvirtuar la presunción de inocencia”, y en verdad que bien difícil le queda al ente Fiscal desvirtuar los datos aportados a la investigación que deslegitiman el proceder del denunciante
, cuando no se cuenta con información cierta respecto a la existencia, calidad y cantidad de los bienes que se dicen apropiados ilícitamente. Podría intentarse superar la deficiencia con los testimonios que menciona el querellante, entre ellos su hermano, no obstante, ya lo anunció la señora Fiscal, éste ningún aporte trascendente hizo a la investigación para lograr efectivos resultados cuando fue entrevistado por los investigadores.
Si a lo anterior agregamos que el arrendador no estuvo presto a recibir el inmueble, debiendo hacerse esa entrega por intermedio precisamente de su colateral, con mayor motivo cabe dudar de la intención delictual de parte del querellado; antes bien, se hace evidente un origen conflictivo en todo esto, que dio lugar a una innegable animadversión entre los contratantes, y el deseo de parte del denunciante de ejecutar el cobro por todos los medios posibles, incluida la jurisdicción penal que como se sabe es la última ratio y es más exigente a la hora de requerir certeza en la demostración de los elementos constitutivos del punible.
En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira (Rda.), administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, CONFIRMA el fallo objeto de recurso. 
Esta sentencia queda notificada en estrados y contra ella procede el recurso de casación.

Los Magistrados, 

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

         ALBERTO POVEDA PERDOMO

IVANOV ARTEAGA GUZMÁN

La Secretaria de la Sala,

CRUZ ELENA GONZÁLEZ LÓPEZ

� Se dice por parte de las señoras MARTHA LUCÍA CARDONA GONZÁLEZ y MARTÍA ISABEL CHARRIS CARDONA, en condición de COARRENDATARIAS, que nunca existió inventario de bienes, que no supieron de la entrega de elementos por parte del arrendador; por el contrario, aseguran que eso estaba todo desbaratado allá y tuvieron que invertir varios millones en reparación. De igual modo, se dio a conocer que todo comenzó mal porque ese local debía mucho dinero en servicios y el arrendador hizo algo irregular en las Empresas para arreglar el problema pero finalmente terminaron cortándole los servicios. Por este inconveniente, los inquilinos no volvieron a pagar el arriendo y al final el arrendador propuso que le dejaran el entable que habían puesto en compensación por el no pago del arriendo, sin que finalmente se llegara a ningún acuerdo. 
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